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Una primera conclusión que se
desprende de todo el recorrido realizado por
la historia reciente de estas comunidades de
las cuencas del Jiguamiandó y del Curvaradó,
así como de los análisis documentados que
se han expuesto, es que la violación de
derechos humanos fundamentales de que ha
sido víctima la población de la zona ha
abonado el terreno a la  mercantilización de
los territorios dentro de la lógica del mercado
global.

En efecto, la implementación ilegal del
monocultivo de  palma aceitera en los
territorios colectivos de los ríos Curvaradó y
Jiguamiandó en el Bajo Atrato chocoano y la
apropiación ilegal de tierras pertenecientes a
las comunidades negras, indígenas y mestizas,
ha sido posible gracias a la ejecución de un
plan  militar dirigido por la Brigada 17 del
Ejército Nacional con sede en Carepa,
Antioquia, en combinación con el desarrollo
de estrategias de tipo paramilitar, que se
articula con los intereses empresariales y con
la dinámica de inserción paramilitar en
procesos de desarme y supuestas “alianzas
empresariales para la paz”.

Una segunda conclusión a que se llega es
que los crímenes que se han perpetrado
contra estas comunidades desde 1.996 hasta
el presente no han tenido un carácter aislado
o independiente. Los desplazamientos
masivos precedidos de cadenas de amenazas
y combinados con desapariciones,
asesinatos, torturas, pillajes y hostigamientos,
revelan un plan articulado a la expropiación
del territorio, que se reviste la mayoría de las
veces de pretextos de control a la insurgencia,
pero que no puede ocultar su carácter de
agresión contra las comunidades nativas y
simultáneamente de protección a los

empresarios que se han ido tomando el
territorio. Este plan, dirigido
fundamentalmente por la Brigada 17 del
Ejército que controla la zona, involucra
muchas estructuras paramilitares cuya
actividad revela los mismos objetivos. Al
responder a un plan económico político que
desconoce derechos individuales y colectivos
de amplias franjas de población, incluyendo
conductas que el derecho internacional ha
considerado siempre como crímenes contra
la humanidad cuando tienen un cierto carácter
sistemático, tales como atentados contra la
vida, la integridad y la libertad de personas y
colectividades, atentan contra la conciencia
misma de la humanidad y tienen el carácter
de crímenes de lesa humanidad. Al exterminio
de vidas humanas y a los atentados contra la
dignidad humana, suman un deterioro
profundo de la identidad étnica y cultural de
estas comunidades y deterioros irreversibles
en el medio ambiente, todo articulado a la
construcción de un modelo económico
político excluyente que lesiona profundamente
los derechos de los pueblos.

Una tercera conclusión que se impone es
que el aparato de justicia del Estado
colombiano contribuye a agravar el problema,
pues no avoca las investigaciones tieniendo
en cuenta su carácter sistemático o de plan
preconcebido y articulado, sino que las avoca
de de forma aislada, sin decretar conexidad
alguna entre los crímenes y sin enfocar la
investigación con miras a que cesen los
efectos creados por la comisión en cadena
de crímenes y a que las cosas vuelvan al
estado anterior, tal como lo ordena el Código
de Procedimiento Penal (artículo 21 que
corresponde a los Principios Rectores).
Tampoco los criterios probatorios que aplica
la justicia colombiana contribuyen a



Justicia y Paz & Banco de Datos del Cinep

La Tramoya
Derechos Humanos y Palma Aceitera

156

esclarecer los crímenes ni a facilitar sanciones
correctivas. De las respuestas que el Estado
colombiano envía a la Corte Interamericana
de Derechos Humanos se concluye que ni la
mayoría de los casos son investigados, sino
solo unos pocos, y que esos pocos
investigados se quedan ordinariamente en
“etapa preliminar” con ausencia de
sindicados, lo que los remite en pocos meses
al archivo. Ya tres investigaciones han sido
archivadas y dos casos de ejecución
extrajudicial han sido avocados por la Justicia
Penal Militar, contra las recomendaciones de
todos los órganos internacionales de
derechos humanos. Las pocas
investigaciones que se adelantan se
encuentran dispersas y en ninguna se toma
en cuenta el carácter sistemático de las
conductas. La inoperancia del aparato
investigativo termina culpabilizando y
responsabilizando a las víctimas de la
impunidad.

La Corte Constitucional en su Sentencia T-
249/03 sentó una doctrina clara respecto
al derecho a la Verdad y a la Justicia que le
asiste a la víctimas de esta clase de delitos,
como los  perpetrados en las cuencas de los
ríos Jiguamiandó y Curvaradó, considerando
que son delitos que “implican graves
atentados contra los derechos humanos y
el derecho internacional humanitario y
una severa puesta en peligro de la paz
colectiva”

Una cuarta conclusión que se desprende
es que la impunidad se institucionaliza con la
“desmovilización de los paramilitares”. En
efecto, hoy los habitantes de estas cuencas
no tienen ningún tipo de garantía de respeto
a sus derechos, y la aplicación de la ley 975/
05 o “Ley de Justicia y Paz” recientemente

sancionada por el gobierno nacional, hace
más difícil el restablecimiento de sus derechos.
Las víctimas continúan siendo sometidas a
las lógicas y prácticas de la paramilitarización
que persiste en la región. Las amenazas y
persecución de la Brigada 17 y el control
poblacional que se sostiene en Riosucio,
Barranquillita, Belén de Bajirá, Pavarandó y
Mutatá, continúan revelando la misma unidad
de acción entre militares y paramilitares que
ha propiciado el desplazamiento y el despojo
de los territorios colectivos. En desarrollo de
una reingeniería militar, se constata la
connivencia de militares y paramilitares –no
desmovilizados- del Bloque Elmer Cárdenas;
la confusa interacción con “desmovilizados
del Bloque Bananero” que se vinculan a la
siembra de palma como “empleados” de
empresas palmeras o a servicios de vigilancia
o de intermediación laboral.

No se encuentra en la Ley 975/05 o de
“Justicia y Paz” garantía alguna para la
devolución de las propiedades usurpadas.
Muchas de ellas han sido “legalizadas”
mediante mecanismos fraudulentos. Tampoco
proporciona esta ley ninguna  garantía de
esclarecimiento de los crímenes perpetrados
de manera sistemática y que, fuera de los
costos en vidas humanas, han deteriorado el
ejercicio de los derechos colectivos, la
integridad étnica y cultural y el medio
ambiente, pues los mandos  paramilitares se
pasean por la zona, como en el pasado, con
plena libertad, convocando a  reuniones
donde intimidan y exigen a sus víctimas cesar
en acciones de denuncia sobre la apropiación
de tierras. Por otro lado, las más recientes
operaciones militares en la zona no producen
confianza y la vitalidad de las estructuras
paramilitares no se ve menguada. No se
percibe ninguna voluntad política, de parte
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del gobierno, para enfrentar el paramilitarismo
en la región ni para romper sus nexos
conocidos con las instituciones y con las
estrategias estatales, lo que imposibilita creer
que el actual proceso de negociación con los
paramilitares vaya a desmantelar realmente estos
grupos y  a recuperar el imperio de la ley.

Una quinta conclusión que se desprende
es que la Resolución 1516, así como la última
recomendación del Informe del INCODER
plantean una solución que pasa por encima o
trata de ignorar las situaciones de hecho que
se han creado, o sea el despojo real de los
territorios ya dotados de titulación legítima,
con sus secuelas en el el deterioro o violación
de todos los derechos individuales y
colectivos. En efecto, cuando se plantean
alianzas estratégicas de empresarios con
integrantes de los consejos comunitarios,
apelando a una ética empresarial, esto no
puede significar sino un sometimiento de
franjas vulnerables de población  a sectores
poderosos que pueden destruir, mediante
supuestos acuerdos laborales o convenios
empresariales, toda la tradición cultural y las
condiciones de supervivencia étnica afianzada
en derechos ancestrales.

Desde el gobierno colombiano y sectores de
poder se niega la conexión entre violaciones
graves de los derechos humanos y la siembra
ilegal de palma dentro de los territorios
colectivos. Desde esta perspectiva se plantea
entonces la necesidad de distensionar las
relaciones entre empresarios y comunidades
que no aceptan la siembra. El Estado
entonces se convierte en un árbitro y trata de
poner a la Iglesia en un papel de
“reconciliación” entre empresarios y
comunidades para facilitar la aplicación de la
estrategia. Parte de esta iniciativa consiste en

ofrecerles tierras a los campesinos en otros
lugares del país e inluye también la posibilidad
de que los afrodescendientes se conviertan
en “empresarios”, como se contempla en la
Resolución 1516.

Es abusivo hablar de “ética empresarial” al
referirse a estrategias que tienen como punto
de partida la usurpación de territorios que
sirven de base al mantenimiento de
identidades étnicas y de tradiciones culturales;
el desconocimiento de derechos
fundamentales de las comunidades; la
violación del deber y norma constitucional de
consulta a las comunidades y el atropello a
muchos otros derechos colectivos. A través
de las alianzas y de los principios de la ética
empresarial se oculta la responsabilidad
estatal y empresarial  en la situaciones
creadas, que implican la participación, por
acción o por omisión, en muchos crímenes
de lesa humanidad, así como en irreparables
alteraciones al medio ambiente y al
patrimonio ambiental de la humanidad.

La búsqueda de asociaciones y  alianzas,  en
la  perspectiva de una ética empresarial,
podrían ser abordadas en condiciones de
diálogo  que posibiliten el conocimiento de
los pobladores de los efectos  sobre sus
identidades socio culturales, sobre los daños
y efectos estructurales sobre el territorio en
el que habitan, y sobre las repercusiones en
la misma crisis ambiental que padece el
planeta. La ética fáctica empresarial  ha sido
la de la muerte, la del engaño, la de la presión,
la de la falsificación  La propuesta de crear
asociaciones  y cooperativas sobre la base
de una supuesta relación dialógica es
engañosa, pues todo está definido desde
acciones de fuerza. No existe igualdad ante
la ley cuando los empresarios han usado 
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mecanismos inimaginables para hacer de lo
ilegal algo de apariencia “legal”.

El resquebrajamiento del Estado Social de
Derecho es patente cuando las mismas
autoridades creadas para respetar y hacer
respetar la Constitución y la Ley, actúan bajo
el impulso de estrategias que van en contravía
de su mandato.  Hasta el momento ha
predominado la decisión política a favor de
unos pocos privilegiados sobre los llamados
y exigencias urgentes de las comunidades
afectadas.

Una sexta conclusión a que se llega
lógicamente, es que a las comunidades que
no quieran transigir con tantas violaciones de
sus derechos ni someterse a propuestas o
estrategias que las destruyen como tales, solo
les queda el camino de una restauración del
Derecho; de la resistencia y de la
“resilencia”102, a través de un proceso de
afirmación integral, partiendo de las
situaciones de HECHO a que las han
sometido. Asumen la situación que han
padecido y siguen padeciendo, pero
enfrentando, afrontando, recreando y
proponiendo. Este ejercicio converge, con
otras etnias y sectores sociales, en la
reconstrucción de un Estado democrático.

Las comunidades construyen prácticas
concretas de garantías para sus vidas, para
su libertad de pensamiento y de expresión,
para enderezar lo torcido mediante el
desarrollo de mecanismos internos e
internacionales de protección y de justicia.
Desarrollan estrategias y asumen propuestas
integrales de calidad de vida mediante el
diseño de esquemas de retorno, de
propuestas de protección ambiental y de
reconstrucción de sus territorios. Se parte de

la situación existente para avanzar en el
intento de restauración del Estado de
Derecho y de construcción de una
democracia con Vida para todos.

El duro camino recorrido por las
comunidades las ubica como comunidades
resilentes, pues se recrean como sujetos
colectivos con capacidad de enfrentar
situaciones de extrema adversidad, saliendo
fortalecidas con el desarrollo de nuevas
habilidades, capacidades colectivas y
proyecto de futuro.

La diversas dimensiones de la guerra que se
ha librado contra las comunidades del
Jiguamiandó y del Curvaradó, con sus
componentes militares, jurídicos, políticos,
psicológicos, informativos, etc.,  ha
pretendido, a través de diversas técnicas,
 romper construcciones culturales y
mentalidades colectivas ancestrales; modos
de vida y de presencia en un territorio que
ellos han marcado y que los ha marcado. A
través de los diversos mecanismos de
represión, de legitimación de la impunidad,
de legalización de la ilegalidad, se ha querido
imponer un modelo de “desarrollo” y de
sociedad que destruye los sueños, las ideas,
las iniciativas colectivas, creando el
sentimiento y la creencia de que no existen 
salidas distintas a doblegarse y vivir en el
modelo y en el rol que les imponen los
victimarios.

A pesar de la intención de los victimarios de
desagregarlos, dispersarlos y desintegrarlos;
de destruir sus puntos de referencia
existencial; de romper su sistema de valores
y sus opciones,  no se ha logrado
desvertebrar las comunidades. Lo que ha ido
mostrando la historia del proceso es que se
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encuentran juntos porque su identidad
territorial aún los convoca a defender lo suyo.
Los que habitan en los cascos urbanos se
unen; tejen lazos de comunicación y de
interacción con los que se encuentran aún
dentro del territorio, y esas realidades
compartidas en espacios diferenciados les
permite identificar también a los
responsables, a los causantes, con sus
métodos de destrucción y sus pretensiones.

Ante la muerte, la comunidad reconstruye su
identidad con la memoria y con la ritualización
de la fiesta, de la alegría. Ante la destrucción
de su territorio, la comunidad decide
organizarse y plantea el retorno. Ante la
imposición del silencio, la comunidad decide
denunciar. Al verse sitiadas, las comunidades
abren espacios de visibilización. Ante la
impunidad, las comunidades construyen
prácticas de sanción moral; teatralizan a los
responsables y las responsabilidades;
humorizan; apelan a mecanismos
internacionales. Ante la invasión de cultivos
de palma que transforma la geografía, ellas
reubican sus puntos de referencia, exhuman
a sus muertos y desaparecidos, guardan lo
que fue y preservan lo que sigue siendo
posibilidad real. Ante la pretensión de
disgregación e imposición de otro modelo de
sociedad y de Estado, identifican los
destrozos, los puntos de referencia
destruidos, y tejen redes de resistencia
nacional e internacional, mecanismos de
participación y consulta democrática, como
parte de una estrategia de protección, de
educación propia, de economía alternativa.

Las reflexiones, los pensamientos, las
discusiones, los encuentros nacionales e
internacionales, las asambleas, el diálogo uno
a uno, les ha permitido dar  significado a

acciones aparentemente inconexas,
aparentemente aleatorias, aparentemente
desconectadas del Estado. Van descubriendo
que el Estado mismo sufre una honda fractura
o escisión interior que hace que el “yo estatal”
se encuentre escindido en dos fracciones
contradictorias: aquella en que se expresa el
Derecho y su búsqueda de legitimidad, y
aquella en que se expresa la violencia de las
capas dominantes que lo ponen a su servicio
y que buscan exterminar y/o someter a las
demás.

Lo que aparentemente se muestra como
desconectado, tiene una manera de
relacionarse, interpretarse, comprenderse y
enfrentarse en los proyectos de Zonas
Humanitarias, en la Red de Alternativas, en
la educación propia, en las peregrinaciones,
en las demarcaciones de las mejoras, en la
visibilización de sus palabras, de su gestos,
de sus proyectos de economía. El constatar
y comprender el rol del Estado como factor
de violencia que comete crímenes, genocidios
y persecuciones en interacción con la
apropiación ilegal de sus tierras,  aunque
inicialmente generó la sensación de
vulnerabilidad, en el mediano plazo se
convirtió en mecanismo de fortalecimiento.
Por eso se rompe el miedo, se piensa, se
habla, se denuncia.

El proceso de la resilencia ha posibilitado
tomar conciencia de las dimensiones y efectos
de los crímenes, de sus técnicas y tácticas de
destrucción, del engaño y la seducción, de
los rostros con que operan los criminales,
entendiendo los porqué y los para qué. La
manera de  lidiar con la rabia, con el dolor,
con la culpa es, por un lado, la afirmación
del derecho a la memoria, a la Verdad, a la
Justicia, a la Reparación, y por otro, la
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voluntad de transformación; el desarrollo de
sus proyectos de vida arraigados en sus
valores más propios y ancestrales.
El rompimiento  con el ciclo de silencio, de
parálisis, de ruptura existencial colectiva,
corporal y ambiental, ha sido, con la
recreación de la esperanza en los proyectos
de Vida, en los espacios de encuentro y de
acción en los que se cree y se recupera la
tierra, al mismo tiempo un encuentro con las

aves, con al agua, con las mariposas, con el
aire; un encuentro con la propia razón de
existir; la creación de una auténtica
democracia en medio del conflicto armado;
el hallazgo de un camino de construcción de
Derecho con contenidos éticos de Justicia.

 Ese camino del Derecho que están
construyendo es la resistencia; es la resilencia.

NOTAS
101 Conclusiones  elaboradas por la Comisión
Intereclesial de Justicia y Paz, que ha acompañado
desde hace varios años a las comunidades
desplazadas y retornadas del Jiguamiandó y del
Curvaradó.

102 Término de origen inglés que significa saltar
hacia atrás volviendo a surgir o a reconstruirse.
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Orlando Valencia

Foto: Archivo Justicia y Paz

Detenido, Desaparecido
Sábado 15 de octubre de 2005
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El sábado 15 de octubre cierre de la
edición de este libro,  civiles armados de la
estrategia paramilitar,  en clara connivencia
con la policía, detuvieron y desaparecieron a
ORLANDO VALENCIA miembro del
Consejo Comunitario del Curvaradó,
habitante de la Zona Humanitaria de Bella
Flor Remacho en la cuenca del Jiguamiandó.

En los operativos de su detención y
desaparición, estuvieron  reconocidos
paramilitares que  han  intervenido en las
compras ilegales de tierras de las
comunidades y en la protección de las
plantaciones de palma aceitera, junto con la
policía y la Brigada 17.

A continuación, la constancia histórica y
censura moral de la Comisión Intereclesial
de Justicia y Paz entregada a las instancias
competentes de Estado y Gobierno, sobre
los hechos que terminaron con la detención
y desaparición forzada de ORLANDO
VALENCIA.

A ORLANDO VALENCIA como un
testimonio elocuente del inmenso vació de su
ausencia.

A ORLANDO VALENCIA  como un
clamor fervoroso  por su regreso a la
comunidad y a sus resistencias, al mundo de
los defensores de la vida y del territorio.

A los lectores como  otra evidencia  de la
más obstinada actuación expropiadora de
territorios a costos que hieren la conciencia
de la humanidad.

Bogotá, D.C.  17  de octubre de 2005

Doctor
FRANCISCO SANTOS
Vicepresidente de la República

Doctora
CAROLINA BARCO
Ministra de Relacione Exteriores
 
Doctor
SABAS PRETEL DE LA VEGA
Ministro del Interior
 
Doctor
MARIO IGUARAN
Fiscal General de la Nación
 
Doctor
EDGARDO MAYA VILLAZON
Procurador General de la Nación
 
Doctor
WOLMAR PEREZ
Defensor Nacional del Pueblo
 
Referencia: Desaparición Forzada de
ORLANDO VALENCIA, amenazas e
intimidaciones
 
“Señor, hasta cuándo consentirás que los
impíos triunfen, que digan tonterías e
insolencias y que se jacten los que obran
injusticias. Señor, pisotean a tu pueblo
y destruyen tu herencia”
Salmo 94, 3-5
 
Esta es  nuestra tercera Constancia y Censura
Moral en menos de cuatro semanas,
constancias  en las que hemos dejado en su
conocimiento, los graves abusos y amenazas
de muerte proferidas por unidades militares
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de la Brigada 17 contra los afrodescendientes
quienes afirman su derecho a la Vida y al
Territorio y sus  acompañantes, amenazas en
las que afirmaron que los grupos paramilitares
actuarían en los próximos días, amenazas
realizadas en medio de la destrucción de la
Zona Humanitaria de “Nueva Esperanza” y
del hurto de mas de 20 cabezas de ganado.

Hoy pocos días después, las amenazas se
han concretado con la detención y
desaparición forzada de ORLANDO
VALENCIA, miembro del Consejo Mayor
del Curvaradó y reconocido líder
comunitario, luego de haber sido hostigado
y retenido por la Policía de Urabá, que
convive con los “civiles” de la estrategia
paramilitar en Belén de Bajirá.

Miércoles 12 de octubre. Hacia las 6:30
p.m. el gobierno nacional a través de un
funcionario del Ministerio del Interior,
expresó en comunicación telefónica a  nuestra
comisión, que el comandante de la Brigada
17 afirmó que en la cuenca del Jiguamiandó
no había ningún operativo militar ni reporte
alguno de ganado de las comunidades en
poder de unidades militares. Esta afirmación
desconoce de plano las amenazas proferidas
por los efectivos regulares de la Brigada 17
quienes,  en los días 10 y 11 de octubre,
destruyeron  la zona humanitaria de Nueva
Esperanza, amenazaron a los pobladores y a
los acompañantes nacionales e internacionales,
hurtaron  ganado, acamparon al frente de la
zona humanitaria de Nueva Esperanza y
anunciaron próximas actuaciones paramilitares.

Sábado 15 de octubre. A las 8:45 a.m. 
partieron  del  casco urbano del municipio de
Belén de Bajirá hacia Brisas, orillas del  río
Curvaradó, 10 miembros de los  Consejos
Comunitarios de Curvaradó, entre ellos el

afrodescendiente ORLANDO VALENCIA, 
un miembro del PASC del Canadá e integrantes
de nuestra Comisión de Justicia y Paz.

A las 9:00 a.m. aproximadamente, en  el
trayecto comprendido entre la comunidad de
Costa de Oro y la Comunidad de Despensa
Media, sobre el río Curvaradó, fue retenida
por efectivos de la Infantería de Marina, una
embarcación con un motor fuera de borda
No 40 en que se movilizaban los delegados
de la comunidad de Costa de Oro cuando
acudían a la asamblea del Consejo Mayor de
la Cuenca del Curvaradó. Los militares
interrogaron a los ocupantes sobre la asamblea
y por ORLANDO VALENCIA.
 
Hacia la misma hora, en el punto conocido
como la “Y” cerca de Brisas, el vehículo de
servicio público en el que se movilizaban los
pobladores y acompañantes, fue obligado a
detenerse cuando  fue interceptado por una
camioneta 4 puertas de la Policía Nacional.
Segundos después los policías se apostaron
a lado y lado de la carretera apuntando a los
ocupantes del vehículo, los obligaron a bajar
y les exigieron los documentos de identidad.
Uno de los mandos de los uniformados
expresó: “aquí está pasando algo raro, hay
cédulas de canadiense, chocoano, de
santandereano”.

El policía de apellido CABRERA ordenó al
afrodescendiente ORLANDO VALENCIA,
al  miembro del PASC de Canadá y al
integrante de Justicia y Paz, abordar el
vehículo de la  institución estatal y  a los demás
campesinos  subirse al otro vehículo para
dirigirse a la estación de policía de Belén de
Bajirá.   Cerca del lugar de la retención  se
encontraba  otro vehículo marca  Luv  2.300
tipo camioneta, de platón y de color blanco
con placas  MLF 969 o 696, en el que se
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encontraban tres reconocidos paramilitares,
dos afrodescendiente y uno mestizo, entre
ellos el conocido como DIOMEDES.
 
A las 9:30 a.m. aproximadamente, en la
estación de policía de Belén de Bajirá, fueron
separados  e interrogados cada uno  por
aparte. Al abogado de nuestra Comisión de
Justicia y Paz, RAFAEL FIGUEROA,  el
policía de apellido CABRERA, le  quitó la
maleta,  revisó uno a uno los documentos,
entre los que se encontraban algunas acciones
para exigir la devolución de las tierras
apropiadas ilegalmente por las empresas
palmicultoras en las cuencas del Curvaradó
y Jiguamiandó. El policía manifestó “usted
está muy joven para meterse en aguas
turbias” “usted no sabe quien es él”
 refiriéndose a ORLANDO VALENCIA. 

Mientras adelantaron el interrogatorio a la
estación ingresaban  y salían los tres
reconocidos paramilitares, entre ellos el
conocido como DIOMEDES. Este expresó
a una unidad policial “los vamos a atajar a
la salida”. 

A las 11:30 a.m.,  aproximadamente, fueron
dejados en libertad el acompañante de Justicia
y Paz y del PASC de Canadá, mientras los
pobladores del Curvaradó continuaron
retenidos, entre ellos ORLANDO. 

Mientras los acompañantes se dirigieron a una
cabina telefónica en el centro de Belén de
Bajirá  fueron seguidos por dos paramilitares.
Estos ingresaron al lugar y solicitaron a la
operadora el reporte del número telefónico 
que los acompañantes digitaron. Los “civiles”
armados de la estrategia paramilitar
expresaron a través de comunicación  “ya
tenemos la población, listo.”

 A las 12:10 p.m   después de gestiones en el
nivel nacional con Vicepresidencia, Policía
Nacional –Derechos Humanos-  y Defensoría
del Pueblo, fueron dejados en libertad  9 de los
10 campesinos.  ORLANDO VALENCIA
continuó en poder de la policía.

20 minutos después, a las 12: 30 p.m  ORLANDO
VALENCIA fue dejado en libertad. 

A las 12:45 p.m., cuando los campesinos y
los acompañantes se dirigían a la casa del
poblador de la cuenca del Curvaradó
ENRIQUE PETRO, dentro del mismo
municipio de Bajirá,  fueron seguidos por
dos  reconocidos paramilitares -uno de ellos
estuvo en las cabinas telefónica- . Los “civiles”
armados que se movilizaban en una moto
Yamaha RX100 color vinotinto, alcanzaron
a   ORLANDO VALENCIA, y le  gritaron
“vamos o si no lo pelamos, lo matamos 
aquí”. Cuando el integrante de Justicia y Paz
intentó interponerse, fue amedrentado con el
arma corta que llevaba uno de
los paramilitares que ocupaba la parte trasera
de la motocicleta. Los armados de la
estrategia militar encubierta obligaron a
ORLANDO a montarse   en la moto y se lo
llevaron por la carretera que conduce de
Belén de Bajirá a Barranquillita y Chigorodó. 

Minutos después, cuando los acompañantes
se dirigieron  a informar  de la desaparición
de ORLANDO,   fueron seguidos por
hombres vestidos de civil  en dos
motocicletas. En las cabinas se encontraba
un policía de Belén de Bajirá.

Alrededor de las 2:30 p. m. la Defensoría
del Pueblo, ingresó al municipio de Bajirá y
se reunió con los comandantes de la estación
de policía de Bajirá. Minutos después, a
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través de la policía que acordonaba el lugar,
solicitaron a los acompañantes, entre ellos al
integrante de nuestra comisión de Justicia y
Paz, RAFAEL FIGUEROA, que se acercara
a la estación de policía donde, al acudir,  le
toman todos los datos personales. En diálogo
con el  coronel CLAVIJO,  RAFAEL dio a
conocer nuevamente,  la  desaparición
forzada  de la que fue víctima ORLANDO y
los agentes.  En presencia del funcionario de
la Defensoría del Pueblo y de  los
acompañantes, ordenaron a sus subalternos
que iniciaran la búsqueda.

Hacia las 6:30 p.m. la Defensoría del Pueblo
acompañó la salida de Belén de Bajirá, de
algunos de los pobladores y de los
acompañantes que iban a participar en la
asamblea del consejo mayor del curvaradó.
 
Nuestra Constancia y Censura Moral  no
requiere mayores explicaciones o
apreciaciones.

La detención,  primero,  por parte de la
policía de Belén de Bajirá, las falsas
acusaciones de estas unidades, el operativo
posterior de la detención y desaparición
forzada de ORLANDO VALENCIA,
expresan la lógica de la política de seguridad
“democrática”. La concepción, en dinámica
de reingeniería de la Doctrina de la Seguridad
Nacional, continúa justificando graves
atentados a la vida e integridad personal de
los afrodescendientes en el bajo Atrato,
contra sus representantes y voceros, que con
su voz y su actitud afirman su derecho a la
Verdad, a la Justicia y a la Reparación como
principios de Defensa de la Vida y del
Territorio.  A ellos se les persigue, se les
hostiga, se les señala como miembros de la
guerrilla. Justificación bajo la cual se validan

y se pretenden legitimar las violaciones de
derechos humanos. En realidad el
vaciamiento de los principios que diferencian
al Estado de Derecho del de la Barbarie. 

Es evidente  la complicidad por acción y por
omisión de la policía de Bajirá en esta
desaparición forzada. Las actuaciones
paramilitares y policiales que a las claras
conviven en el mismo escenario geográfico.
En el mismo operativo de retención
participaron a la vez, la policía y los
reconocidos paramilitares. En el mismo casco
urbano caminado todos los días por la policía,
caminan igualmente los “civiles” armados de
la estrategia paramilitar, los mismos que
actúan en connivencia con la Brigada 17.
Todas las fuerzas coinciden en la protección
debida a la ilegalidad empresarial y a las
acciones encubiertas de corrupción, de sangre
y de destrucción.  Ya  el gobierno  y el Estado
Colombiano habían conocido, en el marco
del seguimiento a las medidas provisionales
de las que son beneficiarias las comunidades
del Jiguamiandó y Curvaradó,  de una
reunión, semanas atrás,  en las instalaciones
de URAPALMA S.A.  entre empresarios de
la palma y paramilitares, mientras eran
protegidos en los alrededores por la policía
de Belén de Bajirá.

La obsesión compulsiva contra los
afrodescendientes y mestizos es evidente,
porque es molesto a intereses empresariales,
militares e institucionales, que las
comunidades  afirmen su condición de
población civil en medio de la confrontación
y que se resistan a que sus territorios de
altísima biodiversidad sean  apropiados y
utilizados  sin su consentimiento en la
agroindustria de la palma. 
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Nuestra Censura Moral pues el conocido
paramilitar DIOMEDES actúa de manera
directa  en la adquisición fraudulentas de
tierras a favor de las empresas palmicultoras
y fue visto junto con “empresarios de la
palma” en una de las reuniones sostenidas en
Belén de Bajirá en el marco de la comisión
técnica de verificación dirigida por el
INCODER  en octubre de 2004. 

ORLANDO afrodescendiente del
Curvaradó habitante de la Zona Humanitaria
de Bella  Flor Remacho el pasado 4 de
septiembre,  con diáfana claridad en el
municipio de Murindó exigió,  al Estado
colombiano, en presencia de la Vice
Presidencia de la República y del Ministerio
del Interior, una respuesta eficaz de
protección frente a la destrucción de la
biodiversidad y de sus vidas, por parte de la
empresas palmicultoras y de los agentes
estatales y paraestatales que la encubren.
 
ORLANDO era uno de los probables
candidatos a asumir la representación legal
del Consejo Mayor del Curvaradó, pues su
actual representante doña MARIA LIGIA
CHAVERRA ha sido sometida a una
persecución pública, militar y judicial por parte
de los sectores proclives a la siembra
extensiva de la Palma, dentro de los
Territorios Colectivos. 
Nuestra Censura Moral ante las operaciones
policiales y militares que se despliegan contra
los habitantes de las Zonas Humanitarias a
través del saqueo de bienes, hurto de
semovientes, amenazas de muerte contra los
campesinos y los acompañantes nacionales
e internacionales. Están mostrando que la
pretensión es callar, silenciar a los pobladores
que se han  negado a la siembra de palma y
quienes han afirmado su derecho a ser

pobladores civiles en medio de la
confrontación entre el Estado y la Guerrilla. 

La desaparición forzada de ORLANDO y
las operaciones policiales y militares que se
despliegan contra los pobladores son parte
de las estrategias de control, de represión y
de desalojo. Muestra  el verdadero rostro
de los falsos procesos de desmovilización
paramilitar, que son en realidad de
institucionalización del paramilitarismo. Pues
no se sabe además, si operan como Bloque
Elmer Cárdenas o como  desmovilizados del
Bloque Bananero, burla flagrante a la
humanidad y a su víctimas. 

Apelamos a su conciencia  para que desde
sus responsabilidades institucionales, de una
vez por todas, se desmonte la estrategia
paramilitar enquistada en las instituciones que
nacieron para defender la vida y honra de todos,
y no de unos pocos, y se eviten nuevos daños
irreparables a la vida e integridad personal y
comunitaria de los afrodescendiente y mestizos
del Curvaradó y Jiguamiandó. 

Los apelamos en nombre de la memoria de
las 110 víctimas, de los exiliados internos, de
los desplazados forzadamente en más de 13
ocasiones, a que en nombre del Dios de la
vida, cesen la destrucción, cesen la
persecución y obren por la senda de la justicia
enfrentando el cáncer que azota esa región.
Nuestra apelación en nombre de la
humanidad, a que cese la destrucción de la
biodiversidad, patrimonio del planeta, y se
respete el derecho de los afrodescendientes
a existir, a vivir, a sobrevivir como pueblo.
 

COMISIÓN INTERECLESIAL DE
JUSTICIA Y PAZ


